
~ SUPERINTENDENCIA V DE SOCIEDADES 

OFICIO 220-223724 DEL 11 DE OCTUBRE DE 2022 

ASUNTO: PRELACIÓN LEGAL DE UN CRÉDITO GARANTIZADO CON GARANTÍA 
MOBILIARIA. 

Acuso recibo del escrito citados en la referencia, por medio del cual se presenta una consulta 
relacionada con la prelación legal de un crédito garantizado con garantía mobiliaria. 

Antes de resolver lo propio, debe reiterarse que la competencia de esta Entidad es 
eminentemente reglada y sus atribuciones se hayan enmarcadas en los términos del 
numeral 24 del artículo 189 de la Constitución Política, en concordancia con los artículos 82, 
83, 84, 85 y 86 de la Ley 222 de 1995 y el Decreto 1736 de 2020, modificado parcialmente 
por el Decreto 1380 de 2021. 

Así, al tenor de lo dispuesto en el numeral 2 del artículo 11 del Decreto 1736 de 2020, es 
función de la Oficina Asesora Jurídica de esta Entidad absolver las consultas jurídicas 
externas en los temas de competencia de la Superintendencia de Sociedades, salvo las que 
correspondan a actuaciones específicas adelantadas por las dependencias de la Entidad y, 
en esa medida, emite un concepto u opinión de carácter general y abstracto que como tal 
no es vinculante ni compromete su responsabilidad. 

De ahí que sus respuestas en esta instancia no se dirigen a prestar asesoría a los 
particulares o a sus apoderados sobre temas relacionados con los procesos concursales 
que se tramitan ante la Entidad, máxime si se tiene en cuenta que la doctrina constitucional 
sobre el ejercicio de funciones judiciales por las superintendencias, invariablemente exige, 
que los funcionarios administrativos que ejercen funciones judiciales estén dotados de 
independencia e imparcialidad, doctrina que reitera la Sentencia C-1641 del 29 de 
noviembre de 2000, M.P. Alejandro Martínez Caballero, en la que la H. Corte Constitucional 
advierte que no le es dable a esta Superintendencia como autoridad administrativa, 
intervenir en asuntos que haya de conocer en ejercicio de facultades jurisdiccionales, en 
relación con los cuales se debe pronunciar como juez en las instancias procesales a que 
haya lugar. 

Con el alcance indicado, este Despacho procede a responder sus inquietudes, en el mismo 
orden en que fueron formuladas: 

"1. ¿Si un acreedor con garantía mobiliaria ejerce una acción ejecutiva personal 
a la luz de las normas del Código General del Proceso, y el deudor demandado 
se somete a un proceso de reorganización empresarial, el crédito demandado, 
que debe ser remitido al trámite de insolvencia, (y el cual está amparado por el 
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contrato de garantía mobiliaria, pero que la acción ejecutiva no se presentó en 
virtud de dicho contrato) será calificado en el trámite de Reorganización 
Empresarial, como un crédito de segunda clase (Por estar amparado por la 
Garantía Mobiliaria) o sería calificado como un crédito de quinta clase, 
desconociendo la calidad de acreedor prendario?" 

El artículo 3 de la Ley 1676 de 2013, frente a la connotación de carácter principal que tienen 
los contratos de garantías mobiliarias, establece lo siguiente: 

"ARTÍCULO 3o. CONCEPTO DE GARANT(A MOBILIARIA Y ÁMBITO DE 
APLICACIÓN. Las garantías mobiliarias a que se refiere esta ley se constituirán a 
través de contratos que tienen el carácter de principales o por disposición de la ley 
sobre uno o varios bienes en garantía específicos, sobre activos circulantes, o sobre 
la totalidad de los bienes en garantía del garante, ya sean estos presentes o futuros, 
corporales o incorporales, o sobre los bienes derivados o atribuibles de los bienes en 
garantía susceptibles de valoración pecuniaria al momento de la constitución o 
posteriormente, con el fin de garantizar una o varias obligaciones propias o ajenas, 
sean de dar, hacer o no hacer, presentes o futuras sin importar la forma de la 
operación o quien sea el titular de los bienes en garantía. ( ... )" (Subrayado fuera del 
texto) 

Al respecto, esta Oficina mediante Oficio 220-084463 del 1 de junio de 2018, ha precisado 
cuál es la prelación legal que le corresponde a los acreedores con garantías mobiliarias 
dentro de la calificación y graduación de créditos, en los siguientes términos: 

"( ... ) 

Es de destacar entonces que, según los términos del artículo 3°, la Ley de Garantías 
Mobiliarias, Ley 1676 de 2013, según se refiere a las constituidas a través de contratos que 
tienen el carácter de principales o por disposición de la ley sobre uno o varios bienes en 
garantía específicos, sobre activos circulantes, o sobre la totalidad de los bienes en garantía 
del garante, ya sean estos presentes o futuros, corporales o incorporales, o sobre los bienes 
derivados o atribuibles de los bienes en garantía susceptibles de valoración pecuniaria al 
momento de la constitución o posteriormente, con el fin de garantizar una o varias 
obligaciones propias o ajenas, sean de dar, hacer o no hacer, presentes o futuras sin 
importar la forma de la operación o quien sea el titular de los bienes en garantía. 

A renglón seguido, la misma norma indica que independientemente de su forma o 
nomenclatura, el concepto de garantía mobiliaria se refiere a toda operación que tenga como 
efecto garantizar una obligación con los bienes muebles del garante e incluye, entre otros, 
aquellos contratos, pactos o cláusulas utilizados para garantizar obligaciones respecto de 
bienes muebles, entre otros la venta con reserva de dominio, la prenda de establecimiento 
de comercio, las garantías y transferencias sobre cuentas por cobrar, incluyendo compras, 
cesiones en garantía, la consignación con fines de garantía y cualquier otra forma 
contemplada en la legislación con anterioridad a la presente ley. Cuando en otras 
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disposiciones legales se haga referencia a las normas sobre prenda, prenda civil o 
comercial, con tenencia o sin tenencia, prenda de establecimiento de comercio, prenda de 
acciones, anticresis, bonos de prenda, prenda agraria, prenda minera, prenda del derecho 
a explorar y explotar, volumen aprovechable o vuelo forestal, prenda de un crédito, prenda 
de marcas, patentes u otros derechos de análoga naturaleza, derecho de retención, y a 
otras similares, dichas figuras se considerarán garantías mobiliarias y se aplicará lo previsto 
por la presente ley. 

Igualmente, el artículo 5° de la citada Ley 1676 de 2013 estipula que podrán constituirse 
garantías mobiliarias sobre bienes inmuebles por adhesión o por destinación, si estos 
pueden separarse del inmueble sin que se produzca detrimento físico de este. 

Ahora bien, en materia de prelación de créditos, el artículo 2497 del Código Civil, establece 
que a la segunda clase de créditos pertenecen los del acreedor prendario sobre la prenda 
(numeral 3), y el artículo 2499 del mismo estatuto, indica que en la tercera clase de créditos 
serán comprendidos los hipotecarios. 

A este propósito viene al caso traer a colación los apartes pertinentes del pronunciamiento 
de la Delegatura de Procedimientos de Insolvencia, de que da cuenta el Acta No. 400-
000359 del 19 de febrero de 2016: 

( ... ) 

(c) Ubicación de los créditos respaldados con garantías mobiliarias y garantías hipotecarias 
en el contexto de la prelación legal de créditos. 

La discriminación entre clases de acreedores en el ordenamiento jurídico colombiano tiene 
fuente legal. El propio Código Civil prevé la existencia de la prelación de créditos, entendida 
como el sistema de ordenación de deudas para su pago, en atención a condiciones objetivas 
o subjetivas de cada crédito. 

Es así como el Código Civil distingue entre acreedores de primera, de segunda, de tercera, 
de cuarta y de quinta clases, y dentro de cada clase, reconoce distintos órdenes que tienen 
reglas especiales de preferencia. 

Los regímenes concursales han asignado además un tratamiento especial, con pago 
preferente, a créditos que se encuentran por fuera de este abanico. 

Es el caso de los gastos de administración, que según lo dispuesto en el artículo 71 de la 
Ley 1116 de 2006, se refiere a los créditos nacidos luego del inicio del proceso de 
insolvencia, que deben ser pagados a medida que se vayan causando. 

Es también el caso de los créditos y de los bienes excluidos de la masa, según lo regula 
expresamente, entre otras disposiciones, el artículo 299 del Estatuto Orgánico del Sistema 
Financiero. 
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Ahora bien, tal como se expuso, la Ley 1676 de 2013 no derogó la prelación legal de créditos 
del Código Civil, como además lo dijo la Corte Constitucional, pero sí creó una nueva 
especie de acreedor, le asignó un régimen diferenciado y mejoró su expectativa de 
satisfacción del crédito a través del reconocimiento de una preferencia especial, es decir, 
relativa a un bien o derecho detenninado o detenninable, que es, precisamente, aquel sobre 
el cual recae la garantía. 

Así las cosas, una vez reconocido en el concurso, el acreedor con garantía sobre mueble 
debe ser incluido en la calificación y graduación de créditos como titular de un crédito 
garantizado en la segunda clase, que es la que le corresponde en virtud de lo dispuesto 
en el artículo 2497 del Código Civil." (Negrilla y subraya fuera de texto) 

Para que un crédito con garantía mobiliaria sea tenido como crédito de segunda clase se 
requiere previamente del cumplimiento de los requisitos de constitución, oponibilidad y 
registro, de conformidad con lo previsto en los artículos 9, 21 , 38, 48, 50, 84 y 85 de la Ley 
1676 de 2013. 

Ahora bien, podrá 1rnc1arse un proceso de ejecuc,on de una garantía mobiliaria con 
anterioridad a la admisión o con posterioridad del trámite de reorganización de la sociedad 
concursada, siempre y cuando previamente se cumplan con los requisitos prescritos por el 
artículo 50 de la Ley 1676 de 2013, así: 

"Artículo 50. Las garantías reales en los procesos de reorganización. A partir de 
la fecha de inicio del proceso de reorganización no podrá admitirse ni continuarse 
demanda de ejecución o cualquier otro proceso de cobro en contra del deudor 
sobre bienes muebles o inmuebles necesarios para el desarrollo de la actividad 
económica del deudor y que hayan sido reportados por el deudor como tales dentro 
de la infonnación presentada con la solicitud de inicio del proceso; con base en esta 
infonnación se dará cumplimiento al numeral 9 del artículo 19 de la Ley 1116 de 
2006. 

Los demás procesos de ejecución de la garantía real sobre bienes no necesarios 
para la actividad económica del deudor, podrán continuar o iniciarse por decisión del 
acreedor garantizado. El iuez del concurso podrá autorizar la ejecución de garantías 
reales sobre cualquiera de los bienes del deudor, en los ténninos del artículo 17 de 
la Ley 1116, cuando estime, a solicitud del acreedor garantizado, que los citados 
bienes no son necesarios para la continuación de la actividad económica del deudor. 
También procederá la ejecución de los bienes dados en garantía cuando el juez del 
concurso estime que los bienes corren riesgo de deterioro o pérdida.( ... )" (Negrilla y 
subraya fuera de texto). 

La ejecución de la garantía mobiliaria se hará en la forma prevista en los artículos 57 a 77 
de la Ley 1676 de 2013, por los mecanismos acordados entre las partes, (pago directo y 
ejecución especial de la garantía), y a falta de acuerdo puede el acreedor iniciar el proceso 
de ejecución judicial de la garantía sobre los bienes garantizados. 
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Este Despacho mediante Oficio 220-156297 del 9 de octubre de 20181, precisó lo siguiente 
respecto de la ejecución de las garantías mobiliarias: 

"( .. . ) En principio, el pacto contractual de haberse seleccionado el mecanismo de 
pago directo para ejecutar la garantía mobiliaria, excluye la posibilidad de hacer uso 
de los demás procedimientos de ejecución previstos en los artículos 61 (Ejecución 
judicial) y 62 (Ejecución especial de la garantía) de la Ley 1676 de 2013." 

Todo lo anterior sin perder de vista lo dispuesto en la regulación concursa! anotada, 
referente con la carga procesal del ejercicio del principio de la contradicción en las etapas 
pertinentes relacionadas con la determinación de las acreencias, en virtud de lo previsto en 
los artículos 29 y 30 de la Ley 1116 de 2006. 

Finalmente, es preciso señalar que, en opinión de esta Oficina, a los procesos ejecutivos 
iniciados en los términos del artículo 422 del Código General del Proceso (SECCIÓN 
SEGUNDA PROCESO EJECUTIVO TÍTULO ÚNICO PROCESO EJECUTIVO CAPÍTULO 
1), se les dará el tratamiento previsto en el artículo 50 de la Ley 1676 de 2013, sin que por 
tal circunstancia se pierda la prelación legal del crédito; en todo caso, será el Juez del 
concurso quien calificará y juzgará lo correspondiente conforme a los supuestos faticos y 
jurídicos de la constitución, oponibilidad, registro y prelación de las garantía mobiliaria y del 
mecanismo de ejecución acordado, en concordancia con lo dispuesto por el 2.2.2.4.2.35. 
del Decreto 1074 de 2015. 

"2. ¿La calificación del crédito en el proceso de reorganización depende de la 
acción interpuesta (ejecutivo según el C.G.P ., o ejecución judicial de garantía 
mobiliaria), o de si dicho crédito se encuentra o no amparado por la garantía 
mobiliaria a pesar de NO haberse ejercido la misma a través de los mecanismos 
previstos en la Ley 1676 de 2013?" 

La prelación de la garantía mobiliaria para efectos de la calificación y graduación de créditos 
dentro de un proceso de reorganización no depende de la ejecución de la misma conforme 
a los mecanismos previstos para tal efecto por la Ley 1676 de 2013, sino del cumplimiento 
de los requisitos de constitución, oponibilidad y registro a la luz de la normatividad citada en 
el acápite anterior. 

"3. ¿El no ejercicio de las posibilidades previstas en la ley 1676 de 2013, para 
cobrar un crédito amparado por garantía mobiliaria (ejecución especial de la 
GM, ejecución judicial de la GM y pago directo) mediante el ejercicio de una 
acción ejecutiva según el trámite previsto en el CGP, implica que se pierde la 
condición de garantizada deuda por la garantía mobiliaria al momento de 
efectuarse la calificación y graduación de créditos?" 

1 COLOMBIA. SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES. Oficio 220-156297 (9 de octubre de 2018). Asunto: Ejecución de garantías 
mobiliarias. Disponible en · el siguiente link: 
https: //www.supersociedades.gov .co/nuestra entidad/normatividad/normatividad conceptos juridicos/OFICIO%20220-156297 .pdf: 

lnllS:Jp,!'tdtnlostl1feSWt,1*1 ra-.lOllaU< ttT?rtUS 
•=- 111·111.cllnl,....,....,, 1 ·--"''"'"" _.,.,.._ 

'ft"llt wpri.o::afld~¡at.ce 
'Mffllj~'lilJ•ett-UIIKpct 

L-ma fo -riu 1hmi- ll-JUll • ll .:l 11 
111 ll llr12Wlllll 
r..,,,,i., 

efr 



. . 

~ SUPERINTENDENCIA V DE SOCIEDADES 

La respuesta al presente interrogante se encuentra subsumida en las respuestas dadas a 
las preguntas anteriores. 

En los anteriores términos su solicitud ha sido atendida en el plazo y con los efectos 
descritos en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo. Se invita al usuario a consultar en nuestra página WEB 
www.supersociedades.gov.co los conceptos y normativa emitidos por la entidad, así como 
la herramienta tecnológica Tesauro, entre otros. 
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Señor: 
JUEZ CIVIL DEL CIRCUITO (REPARTO) 
VALLEDUPAR 
E. S. D. 

REF: Acción de Tutela. 
Accionante: CLAUDIA MARCELA DUARTE GONZALEZ 
Accionado: JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE 
VALLEDUPAR 

CLAUDIA MARCELA DUARTE GONZALEZ, identificada como aparece al pie de mi firma, actuando 
en nombre propio, invocando el artículo 86 de la Constitución Política, acudo ante su Despacho para 
instaurar ACCIÓN DE TUTELA contra JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE VALLEDUPAR y 
CENTRO DE CONCILIACIÓN NEGOCIACIÓN DE PAZ, con el objeto de que se protejan los derechos 
constitucionales fundamentales que a continuación enuncio y los cuales se fundamentan en los 
siguientes hechos: 

HECHOS: 

1.- Me sometí al trámite de insolvencia de persona natural no comerciante ante el centro de 
conciliación NEGOCIACIÓN DE PAZ, siendo admitida en dicho trámite, mediante auto No 01 de 9 de 
febrero de 2022, en el que se dispuso luego, mediante escrito remitido al JUZGADO TERCERO CIVIL 
MUNICIPAL DE VALLEDUPAR, solicitud de suspensión del proceso ejecutivo seguido en mi contra 
fundando dicha petición en lo dispuesto por el artículo 545 del CGP, por el BANCO DE BOGOTA S.A., 
Radicado: 200014003003 2021 00627 OO. 

2.- El despacho judicial en referencia, acatando la solicitud y cumpliendo lo ordenado por la disposición 
en cita, suspendió el proceso de ejecución especial adelantado en mi contra. 

3.- Inconforme con la decisión proferida el apoderado del banco en mención interpuso recurso de 
reposición en contra de la decisión tomada y en determinación cuestionable, se negó a asistir a la 
audiencia de negociación de deudas, la cual por vencimiento del término del articulo 544 ibidem, pasó 
a la etapa de liquidación patrimonial, donde quedó establecido el valor de la acreencia de dicha entidad 
crediticia. 

4.-Mediante providencia proferida por el JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE VALLEDUPAR, 
el día 6 de octubre de 2022, luego de resolver el recurso de reposición, sin tener en cuenta, ni referirse 
a la argumentación planteada por mi apoderado, revocó la referida orden de suspensión, tomando 
como referente, una decisión "lnter partes" y no "erga omnes", que no constituye precedente judicial, 
y que, por provenir de la Corte Suprema de justicia, lo acoge y aplica como tal. 

Existe si, un precedente de orden constitucional, y otro emitido por la autoridad especializada en estos 
menesteres, como lo es la Superintendencia de sociedades, que dispone claramente que las 
prerrogativas que tiene el acreedor garantizado no pueden hacerse valer en un proceso de insolvencia 
de persona natural no comerciante. 

Por otra parte, la norma o normas jurídicas de carácter general y abstracto que motivaron la decisión 
de la Corte Constitucional, al fallar demanda de inconstitucionalidad contra el quinto inciso del artículo 
52 de la Ley 1676 de 2013-esto es, la ratio decidendi de la sentencia proferida-, sí constituyen 
precedentes judiciales en el derecho colombiano. Ello es así a partir de la sentencia C- 104 de 1993, 
de la misma Corporación. 

5.- Es que, además, la sentencia tenida como precedente, se refiere a un asunto completamente 
distinto al acá abordado, "la entrega o pago directo", que es una modalidad distinta a la "ejecución 
directa", mediante decisión judicial. 

En efecto, el articulo en que se fundamenta dicha situación es la siguiente: 

"Artículo 60 ley 1876 de 2013- Pago directo. El acreedor podrá satisfacer su crédito directamente con 
los bienes dados en garantía por el valor del avalúo que se realizará de conformidad con lo previsto 
en el parágrafo 3° del presente artículo, cuando así se haya pactado por mutuo acuerdo o cuando el 
acreedor garantizado sea tenedor del bien dado en garantía". 

"Si no se realizare la entrega voluntaria de los bienes en poder del garante objeto de la garantía, el 
acreedor garantizado podrá solicitar a la autoridad jurisdiccional competente que libre orden de 
aprehensión y entrega del bien, con la simple petición del acreedor garantizado." 



En desarrollo de la anterior disposición, con intervención judicial, el acreedor garantizado, podrá 
solicitar la orden de aprehensión del bien, con la simple solicitud. 

Pero contrario a lo anterior, revisado el auto proferido por el juzgado tutelado, se dio aplicación a un 
segundo evento, que no es el señalado, o sea al contenido en el artículo 58 ley 1876 de 2013: 

"Mecanismos de ejecución. En el evento de presentarse incumplimiento del deudor, se puede ejecutar 
la garantía mobiliaria por el mecanismo de adjudicación o realización especial de la garantía real 
regulado en los artículos 467 y 468 del Código General de Proceso o de ejecución especial de la 
garantía, en los casos y en la forma prevista en la presente ley." 

Tratándose se lo dispuesto en dicha disposición, tenemos que incuestionablemente se trata de una 
decisión judicial, que el despacho confunde, para poder aplicar un precedente, con un supuesto 
distinto, concluyendo que, según su argumentación, que no se trata de un proceso judicial, ni mucho 
menos ejecutivo y por tanto, no encajaba en los supuestos del artículo 545 del CGP. 

6.-Es que, el proceso concursa!, tiene principios fundantes como el de igualdad y "par conditio 
creditorum" que, siendo el trámite de insolvencia de persona natural no comerciante uno de ellos, no 
puede desconocerse por una interpretación exegética de la referida norma, que no distingue entre 
proceso ejecutivo ordinario o especial y el que tramitó el juzgado cuestionado, es indudablemente el 
ultimo. 

La autoridad que mas conocimiento tiene sobre procesos concursales es la SUPERINTENDENCIA 
DE SOCIEDADES, y en varios pronunciamientos referente a la aplicación de la garantía mobiliaria en 
tramites concursales a establecido lo siguiente en el mas reciente: 

"Ahora bien, tal como se expuso, la Ley 1676 de 2013 no derogó la prelación legal de créditos del 
Código Civil, como además lo dijo la Corte Constitucional, pero sí creó una nueva especie de acreedor, 
le asignó un régimen diferenciado y mejoró su expectativa de satisfacción del crédito a través del 
reconocimiento de una preferencia especial, es decir, relativa a un bien o derecho determinado o 
determinable, que es, precisamente, aquel sobre el cual recae la garantía. Así las cosas, una vez 
reconocido en el concurso. el acreedor con garantía sobre mueble debe ser incluido en la calificación 
y graduación de créditos como titular de un crédito garantizado en la segunda clase, que es la que le 
corresponde en virtud de lo dispuesto en el artículo 2497 del Código Civil." (concepto -oficio 220-
223724 del 11 de octubre de 2022). 

7.-Es que el articulo artículo 20 de la Ley 1116 de 2006, que podría traerse como referente analógico, 
dispone: 

"Nuevos procesos de ejecución y procesos de ejecución en curso: A partir de la fecha de inicio del 
proceso de reorganización no podrá admitirse ni continuarse demanda de ejecución o cualquier otro 
proceso de cobro en contra del deudor ... " 

Así las cosas, teniendo como precedente en contenido en sentencia C 447 de 2015, este si válido, por 
ser proferido en decisión con efectos "erga omnes" y respetándose los principios rectores del proceso 
concursa!, no consideramos acertada la decisión objeto de la presente acción de amparo y fundados 
en la "ratio decidendi" de dicho pronunciamiento, que trascribimos, consideramos abiertamente una 
vía de hecho la asumida por el despacho tutelado: 

"En el ordenamiento jurídico colombiano hay varios regímenes de insolvencia: (i) el general, que se 
aplica a "las personas naturales comerciantes y a las jurídicas no excluidas de la aplicación del mismo, 
que realicen negocios permanentes en el territorio nacional, de carácter privado o mixto" y a "las 
sucursales de sociedades extranjeras y los patrimonios autónomos afectos a la realización de 
actividades empresariales", y (ii) el especial. que se aplica a "la persona natural no comerciante". A 
pesar de que el Capítulo 11 del Título V de la Ley 1676 de 2013, en el que está el artículo 52, que 
contiene la expresión demandada, alude de manera general a las garantías en los procesos de 
insolvencia. lo que en principio podría incluir la insolvencia de la persona no comerciante. una 
interpretación sistemática de las normas de este capítulo. en especial de los artículos 50. 51 y del 
parágrafo del artículo 52. en concordancia con lo previsto en el artículo 2 sobre el ámbito de aplicación 
de la ley, permite concluir que este último artículo sólo se aplica al régimen de insolvencia previsto en 
la Ley 1116 de 2006." 

8.- El proceso de insolvencia de persona natural no comerciante adelantado por la suscrita, fue 
desconocido por el acreedor bancario y siendo notificado del tramite conciliatorio, no concurrió a la 
audiencia de negociación de deudas, habiendo hecho transito dicho proceso a liquidación judicial, ante 
el juez cuarto civil municipal de Valledupar, quedando a disposición de ese despacho, el bien mueble 



(automóvil Nissan Sentra), como parte de la masa de bienes, que de permitirse la actuación judicial 
cuestionada, sacaría de dicha masa el bien en referencia, vulnerando el principio de igualdad, y la "par 
conditio creditorum", principios fundantes del proceso concursa!. 

DERECHOS VULNERADOS 

Estimo violado el derecho al debido proceso, acatamiento del precedente constitucional, entre otros, 
dando lugar a los siguientes yerros, que permiten la tutela contra decisiones judiciales: 

El material o sustantivo: cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o 
inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos 
normativos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible en caso o cuando se otorga a 
la norma jurídica un sentido que no tiene. 
El desconocimiento del precedente: cuando la jurisdicción ha fijado ya determinado tema y el 
funcionario judicial desconoce la subregla establecida y afecta, así, el derecho fundamental a la 
igualdad. 

PROCEDIBILIDAD DE LA PRESENTE ACCIÓN DE AMPARO 

La decisión objeto de la presente acción, no era susceptible de recurso de apelación, conforme 
dispone el articulo 321 del CGP, que enlista los autos apelables y el presente, no esta entre dichos 
supuestos, por lo que el único camino que queda es la acción de tutela. 

CUMPLIMIENTO AL ARTÍCULO 37 DE DECRETO 2591/91: JURAMENTO 

Manifiesto bajo la gravedad del juramento que no se ha presentado ninguna otra acción de tutela por 
los mismos hechos y derechos. 

PRETENSIONES: 

1.- Tutelar en mi favor, los derechos al debido proceso, respecto al precedente constitucional y otros. 

MEDIDA CAUTELAR PROVISIONAL ESPECIAL: 

Con el propósito de que no se me ocasiones un pe~uicio irremediable, solicitamos de manera 
provisional, mientras se resuelve de fondo el presente amparo, se oficie al Juzgado Tercero civil 
municipal, para pedir se proceda a suspender cualquier actuación posterior de solicitud de retención 
del vehículo automotor marca Nissan Sentra, de placas JPY 833, objeto de la garantía mobiliaria. 

NOTIFICACIONES 

El juzgado tutelado podrá notificarse el correo electrónico: j03cmvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co 
<j03cmvpar@cendoj.ramajudicial .gov.co>; 

La suscrita, podrá ser notificada al correo electrónico: lasabejas69@hotmail.com 

DUARTE GONZALEZ 

CC No 60.402.925 de Bucaramanga-Santander. 
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Sentencia C-447 /15 
(Bogotá o.e., 15 de julio de 2015) 

NORMA SOBRE ACCESO AL CREDITO Y GARANTIAS INMOBILIARIAS-Reglas de prelación 
de garantías en procesos de insolvencia y garantías reales en procesos de liquidación 
judicial 
NORMA QUE ESTABLECE REGLAS PARA LAS GARANTIAS REALES EN PROCESO DE 
LIQUIDACION JUDICIAL-Falta de certeza y suficiencia de los cargos formulados por 
omisión legislativa relativa condujeron a un fallo inhibitorio 
REGIMENES DE INSOLVENCIA-Clases 
En el ordenamiento jurídico colombiano hay varios regímenes de insolvencia: (i) el general, que 
se aplica a "las personas naturales comerciantes y a las jurídicas no excluidas de la aplicación 
del mismo, que realicen negocios permanentes en el territorio nacional, de carácter privado o 
mixto" y a "las sucursales de sociedades extranjeras y los patrimonios autónomos afectos a la 
realización de actividades empresariales': y (ii) el especial, que se aplica a "la persona natural 
no comerciante". A pesar de que el Capítulo II del Título V de la Ley 1676 de 2013, en el que está 
el artículo 52, que contiene la expresión demandada, alude de manera general a las garantías 
en los procesos de insolvencia, lo que en principio podría incluir la insolvencia de la persona no 
comerciante, una interpretación sistemática de las normas de este capítulo, en especial de los 
artículos 50, 51 y del parágrafo del artículo 52, en concordancia con lo previsto en el artículo 2 
sobre el ámbito de aplicación de la ley, permite concluir que este último artículo sólo se aplica 
al régimen de insolvencia previsto en la Ley 1116 de 2006. 
REGIMEN DE INSOLVENCIA GENERAL-Aplicable a personas naturales comerciantes 
El régimen de insolvencia general, es aplicable a personas naturales comerciantes. Estas 
personas, al igual que las personas naturales no comerciantes, pueden tener obligaciones 
alimentarias. Por lo tanto, si bien es cierto que la obligación alimentaria puede subsistir 
después de la liquidación judicial, no lo es menos que esta obligación puede llegar a exigirse 
dentro de la liquidación judicial a la persona natural comerciante y, en caso de que así ocurra, 
existiría un posible conf/;cto de prelación frente a los demás créditos, en especial a los créditos 
que tienen garantía mobiliaria. 
REGIMEN GENERAL DE PRELACION DE CREDITOS-Contenido 

REGIMEN GENERAL DE PRELACION DE CREDITOS-Dualidad de interpretaciones 
establece aptitud de la demanda pues no habría incompatibilidad entre la norma y el 
regImen y por tanto no habría derogatoria tácita/DEMANDA DE 
INCONSTITUCIONALIDAD CONTRA NORMA SOBRE ACCESO AL CREDITO Y GARANTIAS 
INMOBILIARIAS Y REGIMEN GENERAL DE PRELACION DE CREDITOS-AI no darse la 
derogatoria por sustracción de materia no sería posible plantear cargos por omisión 
legislativa relativa 

Demanda de inconstitucionalidad contra el quinto inciso del artículo 52 de la Ley 1676 de 2013. 

Referencia: Expediente D-10487. 

Actores: Nicolás Caballero Hernández y Alejandro José Peña redonda Franco. 

Magistrado Ponente: MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO. 



Señor: 
JUEZ CIVIL DEL CIRCUITO (REPARTO) 
VALLEDUPAR 
E. S. D. 

REF: Acción de Tutela. 
Accionante: CLAUDIA MARCELA DUARTE GONZALEZ 
Accionado: JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE 
VALLEDUPAR 

CLAUDIA MARCELA DUARTE GONZALEZ, identificada como aparece al pie de mi firma, actuando 
en nombre propio, me permito agregar el correo electrónico que omití en el escrito principal, donde 
no relacioné donde notificar al CENTRO DE CONCILIACIÓN NEGOCIACIÓN DE PAZ, parte 
convocada en el presente trámite: 

NOTIFICACIONES 

El juzgado tutelado podrá notificarse el correo electrónico: j03cmvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co 
<j03cmvpar@cendoj . ramajud icial .gov .co>; 

CENTRO DE CONCILIACIÓN NEGOCIACION DE PAZ: neqociaciondepaz@gmail.com 

La suscrita, podrá ser notificada al correo electrónico: lasabejas69@hotmail.com 

UARTE GONZALEZ 

CC No 60.402.925 de Bucaramanga-Santander. 




